La Fe Pública
Por el doctor RAFAEL NUÑEZ LAGOS

A. – PRUEBA Y DOCUMENTO


El documento que sea tal, además de otras cosas -forma, título de tráfico, titulo inscribible, etc.-, es un medio de prueba.
Toda la materia de la prueba se ajusta al “principio de legalidad”,
La ley regula:

1° Los medios de prueba (numerus clausus).
2° La formación extra-procesal de la prueba.
3° El acceso del medio de prueba al proceso.
4° El tratamiento procesal de la prueba.
5° La estimación legal o judicial de la prueba.
1° MEDIOS DE PRUEBA
“Habiendo la Ley determinado los medios de prueba, no pueden, ni; las partes ni el Juez, sustituirlos por otros diversos. El legislador no sólo quiere que el Juez pueda convencerse de la existencia o inexistencia de un hecho dado, sino que quiere también que la convicción del Juez nos pueda ser determinada sino con los medios para ello prescritos”. El Juez no puede fallar más que con arreglo a lo alegado y probado, es decir, según las pruebas que han entrado en el proceso por las únicas puertas legítimas, llamadas medios de prueba (art. 578, L. E. C.)
.

Los medios de prueba son numerus clausus. Esta tipicidad de los medios de prueba civil, viene incluida por Carnelutti(2) en la “disciplina del proceso de conocimiento del Juez”. Y así dice:
1) “El Juez no puede servirse para el conocimiento del hecho controvertido sino de percepción obtenida de modo predeterminado” (medios de prueba).

2) El Juez no puede servirse de los hechos así percibidos libremente por sus deducciones, sino que los debe utilizar según reglas determinadas”.

2° FORMACIÓN EXTRAPROCESAL DE LAS PRUEBAS

Unas pruebas se forman dentro del proceso; otras fuera y antes del proceso. Estas se llaman pruebas preconstituidas. Esto es: preconstituidas para el proceso -momento de destinatario-; constitutivas en el momento de autor.

El documento público es, de todas las pruebas preconstituidas, la de mayor importancia. Dentro de ella, el documento público notarial, es una prueba documental, de formación íntegramente extrajudicial(3), y que la Ley regula de modo especifico. El documento notarial ha de producirse “conforme a las leyes”. La legislación notarial dice “cómo”.

3° EL ACCESI DEL MEDIO DE PRUEBA AL PROCESO
Las pruebas preconstituidas, puesto que nacen antes y fuera del proceso, han de incorporarse a los autos. El principio de legalidad exige que la Ley fije el cómo y el cuándo de esa incorporación. Las partes no pueden elegir a su arbitrio ni el cómo ni el cuándo. Toda prueba documental que no se atenga a esas normas de oportunidad y rito, de tiempo y forma, no podrá ser tenida en cuenta por el Juez en su fallo.

4° TRATAMIENTO PROCESAL DE LA PRUEBA
La Ley procesal determina igualmente, la tramitación, desde su acceso, de las pruebas preconstituidas; por ejemplo: el traslado a la parte contraria (508, L. E. C.); citación (570, L. E. C.); etc.

5° ESTIMACIÓN DE LA PRUEBA

Hay dos clases de prueba que nos conviene recordar: pruebas de apreciación libre por el juzgador de instancia, y pruebas legales. Y hay, además, dos maneras de apreciar la prueba por el Tribunal a quo: singular y aisladamente, refiriéndose a cada una de las probanzas; o global o colectivamente o en conjunto.

B.-PRUEBA LEGAL

La prueba legal esta valorada de antemano por la Ley.

La Ley es la administradora de la soberanía del Estado. La Ley concede a funcionarios y magistrados potestades discrecionales y potestades regladas. Todos los funcionarios actúan por delegación de la Ley.

La llamada jurisdicción propia no es mas que una delegación objetiva, legal, esto es, derivada de la Ley, en vez de derivada de otro funcionario por delegación subjetiva. Históricamente, todos los funcionarios obraban por delegación subjetiva del Soberano, quien retenía toda jurisdicción. El Juez era delegado, mandatario, del Rey o Señor territorial, que es quien administraba justicia. El Notario, en un principio, delegado del Juez -substitución de mandato-, después fue delegado directo del Rey o Señor territorial, que lo designaba. Cuando se dijo: “El Estado soy yo”, ya no era exacto; la verdad era: “El Estado es el soberano”. La persona jurídica “Estado” había substituído a la persona física del Rey.

El Juez es, hoy, el delegado legal más importante de la soberanía del Estado. La Ley le inviste de una parcela de soberanía, porque no se puede negar, que la administración de justicia es una de las funciones capitales de la soberanía -el poder judicial-_ En esa delegación de potestades, unas tienen carácter discrecional -situación subjetiva de poder--, otras regladas -situación objetiva de órgano-, ya se refieran a la creación o a la interpretación de la norma (desde la teoría del derecho libre hasta la escuela de Exégesis, pasando por la de las lagunas de la Ley), ya a la apreciación de la prueba (desde la libre apreciación de la prueba a la total prueba tasada de Derecho común).

Todo hecho es jurídico en cuanto está valorado por el Derecho. O lo que es lo mismo: el ordenamiento jurídico valora los hechos, bien directamente --por ejemplo: el nacimiento (hecho físico) de un hijo legítimo (valoración legal)-, bien indirectamente, por conducto de Jueces (valoración judicial) y funcionarios. El Derecho material, junto a la estructura lógico-jurídica de la norma que es necesariamente neutra, contiene siempre juicios de valor, vinculantes para el Juez. La prueba legal no es más que un juicio de valor hecho de antemano por el legislador, y retenido (y no delegado) por la norma de Derecho material. En el conjunto de las normas valorativas, objeto de los Códigos civiles o Derecho substantivo, la valoración legal de la prueba, no significa sino la regla general. Acontece, sin embargo, que como justa reacción contra la prueba tasada, en el siglo XIX se abre paso la libre apreciación de la prueba por el Juez. Mas en las naciones de legislación latina, si bien la libre apreciación de la prueba es la regla general, hay, por vía de excepción, un sistema de prueba legal, en que la valoración del medio de prueba está hecho anticipadamente por la Ley. Y precisamente por esto, porque se trata de normas de eficacia, exactas a todas las otras valoraciones del Derecho material, creemos nosotros que, en lo que tiene de valoración no son normas procesales, sino substantivas. Por eso, están y deben estar en el Código civil.

Sentido moderno. - La llamada prueba legal, hoy tiene distinto sentido de la prueba tasada.

En primer lugar ha trasladado el problema del campo de la cantidad tasa de la prueba- al de la calidad; del de los hechos ajenos -actividades de las partes- al de los actos propios del Juez. El problema de la prueba legal, no es un problema de hecho, sino en cuanto existe corporalmente en autos el medio de prueba; en lo demás, es problema de derecho, de cualidad o calificación jurídica, en una palabra, de aplicación de ley substantiva.

En segundo lugar, es curioso que se haya podido considerar la prueba legal como una tara hereditaria de la prueba tasada y no se haya tildado, con igual sambenito, la moderna obligación de fundamentar los fallos.

Hoy nadie puede creer que la obligación de aplicar las normas de Derecho material o sustantivo -entre ellas, las de valoración de la prueba legal- sea un ataque a los poderes del Juez.

La norma de prueba legal tiene la misma estructura lógico-jurídica que cualquier otra norma de Derecho Material. Dado tal antecedente (supuesto de hecho previsto en la norma), se debe seguir tal consiguiente (efecto o valor querido por la Ley).
Lo único que diferencia la norma de prueba de, otra norma material de eficacia, es que en aquélla, el supuesto de hecho es un medio de prueba. 

Dado tal documento auténtico, el Juez debe estar a su narración.

En tercer lugar, ninguna norma de valoración de prueba está inspirada hoy, como en la época de la prueba tasada, en desconfianza hacia el Juez. El oficio de Juez en la Europa actual no va anejo, como antaño, a determinados cargos políticos. El Juez es una autoridad técnica, no política, y goza de la confianza plena del legislador, y de los ciudadanos.

Título legal. - La prueba legal ha ido desplazando su centro de gravedad hacia el documento. La primacía del tráfico jurídico lo ha impuesto. El tráfico necesita conocer de antemano el resultado que han de dar en juicio determinados documentos. Es una necesidad primordial semejante a la de la moneda acuñada. La Ley tiene que acuñar también determinados títulos para el tráfico. Los valores queda la Ley a esos títulos han de ser respetados como los de la moneda, ya que no en el mismo grado o altura, sí en la misma calidad: en la calidad y eficacia de la fe pública.

La estructura corporal del papel que es una cosa-, unida al arte de escribir, ha permitido que el mismo papel sea objeto de valores jurídicos. El papel tiene sus cualidades físicas: color, espesor, clase, marca, etcétera. Al lado de estas cualidades físicas, la cultura le ha dado valores históricos o estéticos, y el Derecho positivo, cualidades o valores jurídicos que, en escala, van desde el cero de la indiferencia o el minimum de los papeles domésticos (1228, C. c.), hasta la autenticidad del billete de Banco o del papel moneda, pasando por la autenticidad del instrumento público.
El documento es siempre la representación de un hecho. “Existe un nexo entre hecho y-prueba; si, lógicamente, el uno es distinto de la otra -dice Carnelutti)-, prácticamente el hecho no sirve sin la prueba, y, en cambio, la prueba puede servir sin el hecho”. Cuando la prueba vale por si misma, con independencia del hecho representado, llegando incluso a suplantarlo, estamos dentro de la prueba legal.

Esto es anticipar por la Ley, en aras de la seguridad del tráfico, el resultado de la litis, con sus consecuencias lógico-jurídicas de prevenir y de reprimir el litigio. La previsión del resultado del proceso, no es cosa distinta que una aplicación del derecho substantivo.

La mal llamada prueba legal “constituye -según Carnelutti- una de las soldaduras entre el Derecho material y el Derecho procesal”.

Esta sapiencia anticipada del resultado del proceso, si bien en ciertas hipótesis extremas (y que por anormales confirman, como excepción, la regla general), puede sacrificar las necesidades de la equidad a las del tráfico, es sólo un eslabón mas en la misma evolución jurídica que llevó a crear los títulos ejecutivos. Carnelutti ha puesto de relieve cómo el título ejecutivo es el primer ejemplar histórico de la llamada prueba legal en sentido moderno. Los títulos-valores serian el segundo. Así, a través de lo que Carnelutti llama título ingiuntivo, se llega a la formación del concepto del titulo legal. El documento notarial ha participado en la formación de todos y ha sido el concepto originario y matriz del documento público en general y de la autenticidad en especial, y constituye, hoy día, el prototipo del título legal: título de dominio, título de obligar, título ejecutivo, etc.

Prueba legal y casación. - La prueba legal vincula al Juez en igual medida que todo el derecho sustantivo. El desconocimiento de sus valores por el Juez se corrige por el Tribunal de casación. En casación, en materia de prueba legal, no se investiga y se decide sobre el “hecho histórico”, representado en la prueba legal, si no ha habido infracción de la Ley, exactamente igual que en cualquier otro supuesto de ley de fondo o substantiva. La Ley de Enjuiciamiento, al decir en el número 7 del artículo 1692 que “habrá” lugar al recurso de casación por infracción de Ley o de doctrina legal, “cuando en la apreciación de las pruebas haya habido error de derecho”, no hace más que repetir, como aclaración, lo establecido en el número 10 del mencionado artículo: “cuando el fallo contenga violación, interpretación errónea o aplicación indebida de las leyes o doctrinas legales aplicables al caso del pleito”. Y la casación francesa con sólo este precepto – violación de Ley- llegó, rápidamente, a formular aquél.
FUNDAMENTO DE LA PRUEBA LEGAL

A – En general.

El legislador, al valorar directamente la prueba legal, al ordenar al Juez que respete la valoración legal, no ha procedido caprichosamente. Por el contrario, el legislador, como Fray Ejemplo, ha empezado él mismi, por respetar, previamente, las reglas de experiencia decantadas durante milenios. El legislador, antes que nada, ha consagrado valores existentes con antelación.

Así, las presunciones legales se fundan en viejas normas de experiencia acerca de la paternidad del marido, acerca del dominio de poseedor, sobre la existencia de servidumbres, etc.

La confesión se funda en la regla de experiencia de que nadie tira piedras contra su propio tejado. Cuando el confesante declara lo que le perjudica, es porque dice la verdad y se rinde a ella. La contra se pronuntiatio es una derogación del egoísmo humano en aras de la verdad.
b -  En el documento público.

El fundamento de la prueba legal, en materia de documentos públicos, es lo que se llama fe pública. La fe pública es el fundamento filosófico y jurídico de esa parcela de la prueba legal que se llama el documento público.

Veamos, pues, lo que es la fe pública.
C. – FE PÚBLICA EN GENERAL

CONCEPTO DE FE


Clásicamente, viene definiéndose la “fe” en general, diciendo: Credere quod non videmus propter testimonium disentís.

La definición contempla al destinatario de la fe, no a su autor. Pero precisamente en su autor está el fundamento de la fe en general y de la última diferencia de "pública".

FUNDAMENTO DE LA FE

Todo acto de asentimiento tiene dos fuentes: la evidencia y la fe.
Evidencia. -Un hecho es e-vidente cuando está presente a nuestro conocer directo por la vista (videntia). Tenemos la videntia de esa realidad percibida y respecto de ella formulamos un juicio de razón, un acto de juicio por su evidencia.

Fe. - Mas, a veces, se asiente también al objeto o hecho a pesar de su no e-videncia. En este caso estamos en el acto de fe: quod non fuidemus.

Ante el hecho presente, e-vidente, el acto de asentimiento es acto de conocimiento sin que intervenga la voluntad, porque el hecho u objeto conoscible se revela a si mismo.

Ante el hecho lejano, por tiempo o espacio, nuestro asentimiento ya no puede ser acto de solo conocimiento; ha de ser y ante todo acto de voluntad. Mas este acto de voluntad no se verifica por un acto de vista, porque el objeto mismo lo revele, sino por algo, ajeno por completo al objeto y al sujeto, que incline y venza la Voluntad a verificar necesariamente el acto de asentimiento.

Este algo, extrínseco, al margen del objeto y del sujeto, que arranca el asentimiento a un objeto o hecho no evidente, se llama autoridad. La clase y origen de esa autoridad nos dará el grado en el poder persuasivo o imperativo de su declaración o narración.

Fe pública. - Por el origen de la autoridad se habla de fe religiosa y de fe humana. A su vez, la fe humana puede provenir de autoridad pública y de autoridad privada, y ambas pueden manifestarse por escrito o verbalmente. Por escrito, la autoridad pública, en cuanto tal, produce el documento público, y su fe o credibilidad se llama por lo mismo fe pública, y la persona privada produce el documento privado, con fe privada, documento que hasta que no pase por mano de autoridad pública -reconocimiento legal, artículo 1225 del C. c.- no tendrá jamás ni un átomo de fe pública.

Requisitos. - La fe pública, para ser tal, exige ciertos requisitos:

1) Una fase da e-videncia: En todo documento hay que distinguir su autor y su destinatario. La fe pública exige: 

a) Que el autor sea persona pública – a publicis personae.
b) Que el autor vea -acto de vista el hecho ajeno o que narre hecho propio. La fe pública exige en su autor la e-videncia del hecho histórico narrado.

Para el autor, para la fuente u origen de esta autor-idad no hay acto alguno de fe, sino de puro conocimiento directo. Es la fuente de donde mana el acto de fe para el destinatario del documento. Por eso, el autor del documento, en el viejo lenguaje notarial, “recibe” el acto, y  “da fe” de él. No recibe la fe, sino que la da. En cambio, el destinatario no recibe el acto, sino sólo la fe.
2) Una fase de solemnidad: Pero el acto de e-videncia no tiene fe pública, si no se produce en un acto ritual de solemnidad, regulado, con más o menos trámites, por la Ley: solemniter confecta: “con las solemnidades requeridas por la Ley”, artículo 1216 C. c. Es lo que se llama el rigor formal de la fe pública. La e-videncia dentro de la solemnidad, esto es, dentro del conjunto de garantías legales para la fiel percepción, expresión y conservación del hecho histórico.

3) Una fase de objetivación: Conversión del hecho percibido en cosa corporal. El acto de evidencia en su solemnidad, lo que en distintas publicaciones hemos llamado dimensión acto, ha de quedar fielmente objetivado en la dimensión papel. El “hecho histórico” ha de convertirse en “hecho narrado” mediante una grafía sobre el papel. De otra manera no habrá documento. El documento exige corporeidad, la sustancia corporal de cosa mueble. Sin objetivación física, sin corporeidad, el valor de la fe depende, como en la prueba testifical, de la conducta de dos personas: del autor y del destinatario. Mejor dicho: la fe oscila, más que entre dos sujetos, entre dos subjetivismos.

En el lado activo o de su autor, la fe verbal o testimonio, bien de un particular, bien de un funcionario, reside en la conducta de una persona y no en un texto documental; adyace al sujeto y a sus actos como una cualidad moral del mismo (lealtad, fidelidad, desinterés, pasión, percepción, retentiva, etc.) La fe escrita, debida a una actividad pública, es objetiva, se incorpora, penetra o adyace en una cosa y vive autónoma en el papel.

En el lado pasivo receptivo, la fe verbal o personal depende del sentimiento subjetivo que el Juez tenga de la veracidad del testigo. El acto de fe viene condicionado por un acto de estimación subjetiva o, lo que es lo mismo, la fe personal oscila, como hemos dicho, entre dos subjetivismos: testigo y Juez. La fe escrita, cuando es pública, está, más que estimada, valorada previamente por la Ley, porque si en su aspecto activo se emancipa, a su tiempo, de su autor, objetivándose en el papel, en su aspecto pasivo, si no fuere debidamente estimada por el Juez, subsistirá integra, como hecho o documento auténtico en casación. El Tribunal Supremo corregirá la ceguera del Juez para los valores legales.
4) Una fase de coetaneidad: Las tres fases anteriores han de producirse al mismo tiempo. La evidencia, la ceremonia del acto solemne y su conversión en papel, han de producirse coetáneamente: unidad de acto. Podrá quedar, a efectos de su validez, por dispensa de la Ley, todo o parte del negocio jurídico fuera de la unidad de acto.
Pero lo que quede fuera de la unidad de acto, queda fuera de la fe pública. Una cosa es la validez y otra, muy diversa, es la autenticidad o fe pública.

La confluencia de estas cuatro fases obedece a facultades regladas, no discrecionales, del funcionario, que en ese momento de autor se llaman normas de forma. Regulan la forma, necesaria o voluntaria, en que han de recogerse los hechos jurídicos. Mas cuando no se mira el presente -el momento de autor-, sino el futuro, el momento de destinatario (su destino en un ulterior proceso, por ejemplo), las normas, más que de forma, son normas de prueba.

Con mayor precisión: el valor de la prueba se alcanza por las garantías de su forma, esto es, por las garantías que acompañan a las fases de evidencia, solemnidad, objetivación y coetaneidad.
COORDICIÓN LEGAL ENTRE AUTOR Y DESTINATARIO

Autor y destinatario del documento fue en distintos momentos, el Juez. Hoy, autor y destinatario del documento público es el Estado, representado por sus funcionarios, tanto en el momento de autor -Notario, por ejemplo- como en el momento de destinatario -Juez o Tribunal.

Esto exige que digamos dos palabras sobre tiempo y prueba. 

D. TIEMPO Y PRUEBA

El mundo del Derecho está lleno de referencias a conceptos extra-jurídicos. Uno de estos conceptos es el de “tiempo”. El jurista, que vive inmerso en el tiempo, no lo define, pero constantemente lo utiliza: término, plazo, caducidad, prescripción, nacimiento, muerte, etc. 

El tiempo es monodimensional e irreversible; para el jurista es una dirección, desde un antes hasta un después, es una línea donde se colocan los hechos jurídicos. En esa línea  - línea del acaecer: monodimensión- hay tres posiciones categóricas, sucesivas e irreversibles: pasado, presente y futuro. El “presente” -el “ahora”- con sus inevitables adherencias espaciales, -el “aquí” es punto de convergencia, con su llegada desde el pasado y con su partida hacia el futuro. O lo que es lo mismo: el presente es un intervalo, con dos puertas: una de entrada, que lo separa del pasado, y otra de salida, que lo separa del futuro. Lo acaecido en ese intervalo es de gran trascendencia para el Derecho.

En el tiempo se sitúan:

a) el hecho jurídico, que hemos llamado hecho histórico;

b) su medio de prueba; y 

c) el pleito o proceso a que acceden ambos.
a - HECHO HÍSTÓRICO

El hecho histórico se produce en un momento temporal; y se sitúa en el tiempo.
En el momento de su acaecer tiene su presente; una vez acaecido, su pretérito; como hecho por probar, en el ulterior litigio, tiene su futuro.
b – MEDIO DE PRUEBA
En el medio de prueba hay que distinguir su forma o clase (documental, testifical, etc.) 0 medio de prueba propiamente dicho; y su contenido, que no es otro que el “hecho histórico” por probar. En su aspecto formal, como medio de prueba, se origina también en el tiempo, contemporánea o extemporáneamente, con el hecho histórico. Es decir, el medio de prueba, en si mismo, en un hecho jurídico que, en el litigio, también debe ser probado.
En la prueba, pues, hay dos hechos jurídicos que se llevan al proceso. La prueba formal o medio de prueba, que en el proceso o acaece dentro de él -confesión judiciai- o es un hecho por probar; y la prueba substantiva o “hecho histórico” contenido en el medio de prueba; esto es, el medio de prueba, no en sí, sino como fuente de prueba del hecho histórico.

c - PROCESO

El proceso también se origina en el tiempo. Ordinariamente, en un momento posterior a la producción del hecho histórico; pero no necesariamente, como vamos a ver.
Tenemos, pues, tres momentos temporales diferentes, que pueden estar: los tres juntos, o solamente, dos juntos.

a) Los tres momentos juntos.

Los momentos de producción de hecho histórico, de su prueba y de proceso, coinciden en la inspección ocular del Juez o reconocimiento judicial.

El hecho histórico en el reconocimiento judicial, se refiere a la realidad corporal que el Juez percibe visualmente. La narración auténtica de ese hecho se produce coetáneamente con el hecho histórico mismo, que es el objeto de la narración y con el proceso del que forma parte, como una de sus actuaciones.

Hay coincidencia de los tres momentos temporales.

En la inspección ocular del Juez, hay la dimensión acto formal -presencia del Juez ante las cosas- y la dimensión papel (coetaneidad de narración), en el acta extendida por el actuario (624, L. E. C.).
La razón de la fuerza de probar de la inspección ocular esta en la dimensión acto, en la evidencia del Juez punto de arranque y su causa, eficiente. Idéntica narración sin el hecho de la presencia del Juez, carecería de eficacia. Pero la dimensión papel es límite y condición de esa fuerza de probar. La inspección en si no es medio de prueba, sino la narración que el mismo órgano judicial hace en la diligencia de la inspección. Sin texto no hay prueba y ningún Juez podría basar su sentencia en lo que vio, pero no narró. Mas lo narrado vale, no por narrado, sino por visto (e-videncia).

Las funciones notariales estuvieron durante siglos, en Roma, en el Magistrado in iure; en la Edad Media, a cargo del Juez: jurisdicción voluntaria. El documento público era documento judicial y tenia valor de inspección judicial. El Juez, en la sentencia, no podía negar lo que había visto su propia evidencia; no podía rectificar lo que había dicho, dictado o narrado. Siglos después, hecho histórico y narración en manos del mismo Juez, pero sólo en funciones notariales, continuaron juntos en su coetaneidad; pero narración y proceso se separaron; sin embargo, separados en el tiempo estaban unidos por la unidad de Juez, unidad del órgano, aunque, a la postre, por contingencias subjetivas del órgano judicial, fueran distintas personas físicas. En el momento de la autorización del documento por el Juez, el futuro -el proceso- se encadenaba en el presente; en el momento del proceso, el hecho histórico pasado volvía a ser presente para el Juez, gracias a la función representativa de su propia narración.

Heredadas tales funciones judiciales por el Notario, atribuidas al mismo por la Ley de modo especial, si bien han cambiado de órgano, no han cambiado de fundamento ni de estructura lógico-jurídica: la intervención ocular del funcionario competente.

Es decir: en la inspección ocular del Juez, entre el funcionario que ve y el funcionario que juzga, hay una vinculación subjetiva. El funcionario que juzga tiene que creer en lo visto por sus propios ojos y en lo narrado por su fidelidad. En la fe pública notarial, ha desaparecido esa vinculación subjetiva, porque Juez y Notario son distintas personas; pero la Ley ha impuesto una vinculación objetiva, porque las dos pertenecen a una misma organización estatal. La unidad subjetiva -el punto de imputación- no se produce en la persona del Juez, sino en la unidad del Estado. Tenemos así uno de los fundamentos de los documentos notariales: los actos de vista, de igual naturaleza y estructura que la inspección ocular del Juez.

b) Dos momentos juntos.
Pueden coincidir sólo dos momentos juntos: 1) hecho histórico y prueba, de un lado; y de otro 2) prueba y proceso. 

1) Coincidencia de hecho histórico y prueba: Se produce en la intervención notarial, en cuanto a los actos propios y actos de vista y de oído del Notario. 
En esa serie de pasado, presente y futuro, se interfiere por ministerio de la Ley, el Notario. Y se interfiere tanto en el hecho histórico -dimensión acto: audiencia: hecho del otorgamiento- como en su medio de prueba -dimensión papel: documento público. 

La intervención notarial en si misma, es un hecho jurídico, un intervalo funcionalista de límites precisos, de perímetro cerrado, que constituye una unidad de medida para el hecho histórico. El hecho notarial, desde su comienzo hasta su fin, está encerrado dentro de una unidad formal de prueba. El Notario actúa en presente, de presente y únicamente sobre aquello que está presente a sus ojos. La intervención notarial, para el futuro proceso -momento de destinatario- producirá una prueba “preconstituida”; mas en el instante de la prestación de sus funciones -momento de autor--, la prueba notarial es “constitutiva” del presente.

El presente es sólo el intervalo de duración del solemne hecho notarial. El presente se inicia y se agota con la audiencia notarial, con lo que hemos llamado la dimensión acto, o “hecho que motiva el otorgamiento” (1218, Código civil).

El hecho histórico, o bien se produce y se sitúa todo él dentro de la unidad de acto, o bien, todo o parte de él cae fuera de dicha unidad de acto. En el primer caso, el hecho histórico es, para el Notario, presente -acto de vista- y los elementos constitutivos del hecho histórico y medio de prueba coinciden. Hay coetaneidad e inmediación entre hecho y prueba y sólo tendremos un problema de prueba del “presente”. O lo que es igual: El presente y su prueba.

Si en el intervalo de presencia de la unidad de acto instrumental, el hecho histórico en vez de acaecer íntegramente, se tiene, en todo o en parte, por acaecido con anterioridad, estaremos frente a un hecho histórico, para el Notaria pretérito, y habrá que plantear el problema diciendo:

El pasado y su prueba.

El vehículo para introducir intramuros de la unidad de acto un hecho acaecido antes y fuera  es decir extramuros, es la declaración de verdad. El compareciente declara ante el funcionario. Su declaración, en si misma, es forma de la verdad. Pero también puede ser forma de la mentira. Ante esta posibilidad, la Le; toma sus medidas: no filtra, porque no puede, la entrada; pero selecciona la eficacia de lo declarado.

En primer lugar, intramuros de la unidad de acto, esto es, en el momento estatal de presencia funcionarista, el hecho de que el compareciente habla, dice, declara, es un acto de vista del funcionario público, un acto de e-videncia. El funcionario ve hablar. Pero una cosa es lo que se ve -«el declarar», <<el hablar>>- y otra lo que se oye: lo declarado, lo hablado, esto es, el contenido de la declaración.

a) Lo que se ve, el declarar, el hablar como acto de evidencia funcionarista, es hecho auténtico.

b) Lo que se oye, lo declarado, o sea, el contenido o fondo de la declaración, para el funcionario público no es acto de vista, sino de oído: le falta, por tanto, la e-videncia funcionarista. “Los ojos se creen a sí mismos; los oídos creen a los ojos de los demás”.
 No hay autenticidad; pero, no obstante, la Ley concede a lo de clarado en documento público, en ciertas circunstancias, valor de prueba legal.

1° Un valor testimonial o fuerza de probar.

Los líquidos toman la forma del vaso que los contiene. Lo declarado toma la forma de la declaración. “El hablar”, “el declarar” o declaración es forma auténtica, y por accesoriedad, da autenticidad a lo declarado. Lo declarado no es auténtico, pero resulta autenticado. Esta diferencia entre lo auténtico, emanado del funcionario público, y lo autenticado, o declarado por el particular, está sancionada en el Código penal al configurar, por razón de procedencia, dos modalidades de la falsedad ideológica: una, el delito cometido por funcionario público (302, Código penal) faltando a la verdad en la narración de los hechos: delito contra lo auténtico; y otro, la misma figura de delito cometido por particular (303, Código penal): delito contra lo autenticado. En ambos casos, se pena el ataque a la prueba, al valor probatorio, aunque éste sea de distinto grado.
Esta declaración de verdad del compareciente puede referirse a hecho propio o a hecho ajeno.

a) Frente al hecho ajeno, el declarante es un testigo. Es prueba testifical que no vincula al Juez.

b) Frente al hecho propio, no tiene autenticidad, no tiene valor probatorio absoluto; pero sí tiene la máxima fuerza de obligar en todo lo que perjudique al declarante (valor confesorio). No prueba, pero releva de la prueba (a confesión de parte, relevación de prueba). Insistamos en esto.

2° Un valor confesorío, o fuerza de obligar. 

Una cosa es que lo declarado por el compareciente no vincule, como auténtico al Juez, y otra muy distinta que no vincule al propio declarante en todo aquello que le perjudique: contra se pronuntiatío. No es que la Ley haga auténtico el hecho histórico confesado; es que se lo devuelve al declarante: Tú mismo lo has dicho; te juzgo con tus mismas palabras. Tú te lo quieres, tú te lo ten, fraile Mostén. No es la autenticidad; no es la fuerza de probar; es la fuerza de obligar de la confesión contra su autor.

Aquí, en el valor confesorio, tenemos el segundo pilar del instrumento público. Los actos de vista son una herencia de la inspección ocular del Juez; los actos de oído, una herencia de la confesión judicial. La confesión coram tabelio, ante Notario, no era confesión extrajudicial, sino confesión judicial ante litem contestatam. Para eso se nombró al Notario iudex chartularius. De esto nos hemos ocupado en otras ocasiones. 

En resumen: en la prueba por instrumento público, el hecho histórico visto por el Notario y su narración, son coetáneos; hecho histórico -fondo- y medio de prueba -forma- que no dejan de ser cosas distintas, en el instrumento público, en su e-videncia funcionarista se identifican. 

Por el contrario, narración y proceso se distancian. 

2) Coincidencia de medio de prueba y proceso: Se produce en la confesión judicial y en la prueba testifical.

a) En la confesión judicial cabe decir lo ya dicho en cuanto a su forma -documento judicial en vez de notarial-, y en cuanto a su fondo: contra se pronuntiatio.

b) En la prueba testifical, el hecho histórico y su narración son distantes; narración y proceso, por el contrario, son coetáneos. La dificultad de la captación del hecho histórico por el Juez está en la imposibilidad de la reversión del tiempo, del retorno del Juez al prístino hecho histórico. Tendría que ser mucho más que la reconstrucción del hecho; más que su repetición; habría que hacerlo e-vidente al Juez en su genuina pristinidad, en su producción primera, sin intermediario personal o real.

Esto es tan irrealizable como obtener fotografías de hechos acaecidos en la Edad Media. La fotografía y el hecho fotografiado tienen una razón de coetaneidad, que para cualquier efecto es decisiva: el pasado no se retrata. Esta razón de coetaneidad e inmediación entre hecho y narración únicamente acompaña de modo auténtico al instrumento público y al acta de la inspección ocular del Juez. 

En la prueba testifical, separados hecho y narración por el transcurso del tiempo, la narración depende de la inteligencia, memoria y voluntad del testigo (evocación). En la evocación no hay garantía de la exactitud de las percepciones sensoriales del testigo en el momento de acaecer el hecho histórico: ni de la fidelidad de su memoria en el momento posterior de su narración, ni en todo momento, de la rectitud de su voluntad. Hay siempre neblina de fábula sobre los hechos.

Hay, además, interferencia de otros recuerdos, ya que no de otros intereses distintos del de la verdad. En el mejor de los casos, los testigos, aun imparciales, “hablan de memoria”. Un proverbio chino dice que la tinta más desvaída es siempre mejor que la memoria más poderosa. 

Se dirá que la razón de coetaneidad puede darse igualmente en el documento privado. Desde luego que sí; pero no se trata únicamente de un problema de simple coetaneidad, sino de garantías formales de esa evidencia y de esa coetaneidad. Si el documento privado tuviera el solemne intervalo funcionarista, esto es, la dimensión acto auténtico garantida por los actos de vista de un funcionario, desde luego. (Pero ya no sería documento privado.) mas, si el documento privado es, para el proceso, prueba preconstituída, su ingrediente de autenticidad, no se constituye en el momento de su redacción y firma, sino después, en el acto formal de su reconocimiento legal. Por eso no es documento autónomo -la autonomía es nota indispensable para el concepto de documento auténtico- porque necesita de documentos adicionales que lo completen: las diligencias judiciales del reconocimiento. Estas diligencias, en si mismas, son auténticas, tienen caracter de documento público, pero como no hay autenticidad con efecto retroactivo, no pueden dar autenticidad al precedente documento privado, que, tarado en su nacimiento, continúa siendo privado, porque, repitámoslo, no es posible una autenticidad retrospectiva, sin coetaneidad funcionarista. Para el futuro -nunca para el pasado-, el documento privado reconocido sólo adquiere: a) una fecha auténtica -1227, C. c.-, esto es, la misma fecha de la diligencia de reconocimiento; no la fecha del documento privado; y b) el valor interpartes de declaración confesoria del párrafo 29 del artículo 1218, C. c. o, expresado en otros términos: el documento privado, aun el legalmente reconocido, no alcanza nunca la fuerza de probar -autenticidad- del párrafo 19 del 1218, C. c., párrafo que queda substituido por los efectos limitados del 1227, C. c., sino únicamente el valor de declaración confesoria del párrafo 2° del 1218,

CLASES DE EVIDENCIA

La evidencia, en su auténtico y genuino sentido, únicamente se produce en el llamado principio de inmediación.

El principio de inmediación exige el contacto directo de los hechos de los ojos del funcionario, Juez o Notario, que por razón de su cargo, los narra. La evidencia es una adecuación absoluta entre hecho y narración, entre actum y dictum.

Rías, en la legislación anglosajona se utiliza la palabra evidence en igual sentido que el resto de los mortales decimos prueba; al paso que el vocablo probate se acerca a nuestra adveración, quizá mejor, homologación. Esto hace que se hable incorrectamente, de evidencia inmediata y mediata, de evidencia objetiva y subjetiva.

Digamos dos palabras para saber a qué atenernos.

El documento tiene dos momentos: el de su formación o momento de autor y el de su circulación, o momento de destinatario. Esto da lugar a que se haya clasificado la evidencia en inmediata o correspondiente al momento de autor (Notario); y en mediata, o correspondiente al momento de destinatario (Juez) ; y en objetiva o de fe pública, y en subjetiva o de estimación judicial.

Evidencia, inmediata. --Los hechos que el Notario presencia o que el Juez ve en el reconocimiento judicial, se producen dentro del llamado principio de inmediación; los hechos, las personas o las cosas se muestran a la videntia directa e inmediata del funcionario.

Pero Juez y Notario dejan, ese hecho, narrado en un documento.

Es decir: además del actum, con evidencia directa, se ha producido el dictum. El actum y el dictum, en el documento público, pertenecen al momento de autor.
Evidencia mediata. -- Pero además del momento de autor, hemos dicho que hay momento de destinatario, corrientemente, de Juez. El Juez, como tal, aun cuando fuera el mismo funcionario que hubiere practicado el reconocimiento judicial, en el momento de sentencia, no tiene videncia del hecho histórico --porque ya es hecho pretérito-, del actum, sino a través del dictum, esto es, a través de un medio cognoscitivo distinto de la realidad física o del acaecer histórico que ha de conocer. No hay verdadera videntia.

En la evidencia mediata hay tres elementos que distinguir:

a) El medio cognoscitivo para el Juez, en si mismo evidente: bien o documento, bien otra cosa corporal depositada en el Juzgado: objeto artístico, instrumento mecánico, etc., objeto de la prueba de presunciones.

b) El hecho histórico que narra o expresa ese medio cognoscitivo o medio de prueba.

c) La vinculación o conexión entre medio y hecho histórico.
Esta conexión puede ser judicial o legal, originándose, así, otras dos clases de evidencia: evidencia subjetiva y evidencia objetiva.

Evidencia objetiva. - La evidencia directa e inmediata del momento de autor, en el documento público, se objetiva, con determinadas garantías, en una narración, que traslada, por ministerio de la Ley, la evidencia directa del momento de autor, al momento de destinatario. La Ley ha objetivado el hecho en la narración y valora directamente la narración, substrayéndola a la valoración judicial. Es una evidencia objetiva en un doble sentido: por su objetivación en una cosa -el documento- y porque es externa al Juez.

Claro está que la Ley no concede esto en gracia a la narración, que también la tiene el documento privado, sino en virtud de las garantías de fidelidad de esa narración, organizadas precisamente por la misma Ley.

Evidencia subjetiva.-Se llama asi a aquella en que la vinculación o conexión entre medio y hecho histórico no está impuesta por la Ley, sino por el raciocinio del Juez.

Hay una diferencia entre ia posición del Juez en el reconocimiento judicial, respecto al hecho que ve y narra, y al que queda vinculado con evidencia objetiva, por su propia narración, y la postura del Juez cuando interroga a un testigo. En ambos se da el llamado principio de inmediación. Pero mientras en el reconocimiento judicial, los ojos del Juez tienen inmediación con el hecho histórico concreto que se narra, en el examen testifical, los ojos del Juez sólo tienen inmediación con la presencia física del testigo; no son los hechos que éste narra o relata. El Juez trata de averiguar un hecho pasado, que no puede ver; y que el testigo, únicamente evoca. El Juez, por el principio de inmediación, aprecia, de visu, las condiciones subjetivas del testigo, sus relaciones personales con el hecho, su razón de ciencia, su memoria, su sinceridad. A esta evidencia que de este modo adquiere el Juez se le llama “evidencia subjetiva”. En rigor, no hay evidencia, sino convicción, y en buena técnica, debiera evitarse hablar de evidencia subjetiva.

EJEMPLOS DE VINCULACIONES ENTRE HECHO HISTÓRICO

Y MEDIO COGNOSCITIVO
La conexión queda al arbitrio del Juez en las presunciones de hecho (1253, C. c.). Se substrae a la presunción del Juez en los documentos auténticos (párrafo 1@ del 1218, C. c. y número '7 del 1692, L. E. C.), sin

otra excepción que la de falsedad. Equidistan de uno y otro las presun-

ciones establecidas por la Ley; vinculan al Juez en su parte de presunción

legal; dejan a la estimación judicial la valoración de la prueba en

contrario. 1

NATURALEZA LÓGICO-JURÍDICA DE LA EVIDENCIA
a) Objetiva. -La evidencia objetiva pertenece al mundo del “deber ser” ; a la estructura lógico-juridica de la norma, como diría Cossío: dado tal supuesto de hecho, el Juez debe seguir tal conducta. Dada tal narración, el Juez debe admitir, como auténtico, tal hecho.

b) Subjetiva. - La evidencia subjetiva se rige por el principio de causalidad. Es el raciocinio del Juez, “conforme a las reglas de la sana crítica”, el que ha de aplicar el principio de causalidad a los datos de su percepción sensible para deducir sus efectos y consecuencias.

EVIDENCIA OBJETIVA Y CERTEZA

La evidencia objetiva produce la certeza. A la evidencia objetiva de una realidad asiento en mi conciencia, con exclusión de toda duda. A este asentimiento, sin duda, se le llama certeza. No sólo me represento en mi interior el objeto que veo, como realmente existente, sino que afirmo, que aseguro, interiormente, que existe. Dos aspectos tienen este asentimiento:

1) Es firme: se excluye toda vacilación o duda.

2) Se funda en un acto de evidencia directa.

Ambos elementos integran la certeza: certeza es el “asentimiento firme fundado en la evidencia”. Al acto de proclamar esa certeza se llama acertamiento; de “hacer cierto”.

El Juez llega al acto de acertamiento, porque el legislador le ha delegado, en términos genéricos, esa facultad (acertamiento judicial). Más, en ciertos casos, el legislador, en vez de delegarla, la ha retenido para sí, atribuyendo directamente, por precepto legislativo, la certeza, a la concurrencia formal de ciertos supuestos documentales (fe pública).
E. - EL MOMENTO ESTATAL DE E-VIDENCIA: LA AUTENTICÍDAD
Volvamos sobre dos puntos fundamentales: e-videncia y funcionario público.

SIGNIFICACIÓN DE Los HECHOS JURÍDICOS

Hay una realidad jurídica exterior, objetiva, que comprende no sólo el orden y el ordenamiento jurídico-objetivos, sino todas las situaciones jurídicas subjetivas --esferas jurídicas de los hombres--. Esta realidad jurídica, en si externa al hombre, constituye un proceso universal y continuo, anterior al nacimiento de cada hombre. El hombre nace inmerso en ella y precisamente su nacimiento es el primer hecho jurídico que modifica esa realidad, concentrándola en torno del hombre, formando su entorno, su esfera jurídica individual, atribuyéndole su status, su personalidad y estado civil, derechos subjetivos, etc.

Esa realidad se actúa y se modifica por y con los hechos jurídicos Pero los hechos jurídicos no sólo modifican, también dividen, fraccionan la continuidad de esa realidad, sin dejar de formar parte de ella, como los hitos confinan los predios, separándolos sin separarse de la misma faz de la tierra.
AUTORES DE LOS HECHOS JURÍDICOS
La realidad jurídica nos muestra dos clases de agentes productores de hechos jurídicos: los funcionarios públicos, de un lado, y de otro, los particulares, cada clase dentro de sendas esferas diferenciadas, distintas por su estructura y por sus valoraciones jurídicas: la esfera del Derecho público (derecho super-individual: para el individuo, pero no del individuo, sino del Estado, entes y funcionarios públicos); y la esfera, del Derecho privado: (derecho inter-individual, derecho de los particulares en sus relaciones privadas entre sí). Milenios de discusiones conceptuales no han suprimido la calidad de ambas esferas; la cantidad o magnitud relativa de cada una de ellas ha sufrido vaivenes históricos que en todo momento han confirmado, sin atenuación, su respectiva existencia.

Los hechos jurídicos pueden tener como autor a un funcionario público, y su eficacia se produce, y, por tanto, se reconoce y se acata, dentro de la esfera del Derecho público; pero pueden tener por autor a un particular, y su eficacia quedar reducida al campo del Derecho privado.
Si prescindimos del discutido ius sufragii, para que el hecho jurídico del particular produzca efectos en la esfera del Derecho público, hace falta siempre un acto de mediación de un funcionario u organismo público. En una palabra: un acto de instancia del particular y un introductor de embajadores, funcionario público. Con este acompañamiento, el hecho jurídico del particular es tomado en consideración dentro del “alcázar del poder”, dentro de Derecho público.

La más antigua y caracterizada vía de acceso de los hechos jurídicos privados al Derecho público ha sido la función judicial: el Magistrado romano, el Juez medieval después con su ius imperii ascendían los hechos jurídicos de los particulares a la esfera coactiva del Derecho público.

Más dentro de la función judicial como en toda puerta, se señalaron, desde su origen, dos direcciones: la entrada y la salida.
La entrada al Derecho público, a través del Magistrado o Juez, para que los actos de los particulares tuvieran reconocimiento y ejecutoriedad en el Derecho público: es la sentencia del iudex romanus, árbitro privado en el procedimiento formulario, que la homologa y la publica el Magistrado con su autoridad pública; son todos los actos que, herederos del juicio fingido –in iure cessio, in iure confessio-, integraron, ya en Roma, la jurisdicción voluntaria, o Administración de Justicia preventiva.
La salida desde el Derecho público a la esfera de los particulares, acudiendo el Magistrado o Juez, incluso de oficio, a toda trasgresión jurídica, restaurando el orden jurídico perturbado: jurisdicción contenciosa o Administración de justicia represiva o sancionadora.

En la jurisdicción voluntaria, los particulares desde el Derecho privado, buscan entrada y plaza en el Derecho Público. En la contenciosa, el Estado, desde el Derecho público, desciende a la esfera de los particulares, restableciendo el imperio de la Ley incluso en el campo del Derecho privado.

EL HECHO DOCUMENTAL 

De todos los hechos jurídicos, sólo nos ocupamos hoy de uno: el hecho documental. O mejor dicho: del documento como hecho jurídico. 

El documento, una vez producido, en su necesaria corporeidad es una cosa que enseña, que representa el hecho jurídico pretérito; pero en su producirse, en su devenir, es un hecho jurídico presente.

Este hecho jurídico documental puede tener por autor a un funcionario público, con las formalidades legales -a publiciis personae, solemniter confecta-, y, entonces, tenemos el documento público; o a un particular: documento privado.

Pero este hecho jurídico funcionarista de producción del documento, lo mismo que todo hecho jurídico, tiene su instante inicial y su instante final, esto es, sus fronteras temporales de comienzo y fin. Esto quiere decir, que el documento público, como hecho jurídico producido por funcionario público, es sólo un momento estatal distinguible por límites precisos y concretos. Este momento estatal, variable en cantidad y calidad, es lo que se reconoce, se acata y se impone con calidades de Derecho público, dentro del Derecho público -por eso, es prueba legal que vincula al Juez- y dentro del Derecho privado -precisamente porque es prueba legal, también vincula a los particulares y es titulo legal en el tráfico hasta que una sentencia declara su inexistencia por falsedad o nulidad formal.
Analicemos, pues, este intervalo funcionarista, este momento estatal de todo documento público.
ELEMENTOS PERSONALES

Las personas que pueden intervenir en la formalización de todo documento, o son personas públicas, o personas privadas, o unas y otras a la vez.

Si no intervienen más que personas privadas no hay documento público. El documento público tiene por autor de todo el documento como cosa a un funcionario público (a publiciis personae, solemniter confecta).
Respecto del contenido de cada documento público hay que deslindar cuál es la parcela que ha labrado personalmente el funcionario público y con qué instrumentos la ha labrado. En una palabra: de qué es autor el funcionario público y de qué es autor el particular.

Autenticidad y falsedad son anverso y reverso de la misma cosa. “Lo positivo como inmanente de lo negativo”, que dice Hegel. Esto nos señala el método. Si en el lado negativo hay dos clases de falsedad, falsedad material o corporal y falsedad ideológica, en el lado positivo de la autenticidad hay una autenticidad externa, de forma -el documento como cosa auténtica-, y una autenticidad ideológica, interna, de fondo o contenido.

La autenticidad externa se origina porque el funcionario es autor del documento. Le corresponde la paternidad de la cosa, acompañada de los signos distintivos de su filiación estatal.

La autenticidad interna, es debida a la autoría de la declaración que contiene el documento. Esta autoría de la declaración puede ser exclusiva del funcionario público o compartida con el particular. En el primer caso tenemos los documentos de ciclo estatal cerrado; en el segundo, los de ciclo estatal abierto o participado.
a - Documentos de ciclo estatal cerrado.

1) Hay documentos públicos en que autenticidad externa y autenticidad interna se identifican. Respecto de ellos no cabe falsedad ideológica, sino sólo falsedad corporal: la moneda metálica, el papel moneda.

2) Los restantes documentos de ciclo estatal cerrado son aquellos en los que la autoría de la declaración, en su totalidad es debida al mismo funcionario público autor del documento: informes escritos del ministerio fiscal, o de los Letrados del Consejo de Estado, o del Jefe de Sección de un Ministerio, etc. A veces, el autor de la total declaración es un funcionario público -el Juez, por ejemplo- al paso que autor del documento es otro funcionario público: el Secretario judicial.

Lo que sucede es que estos documentos de ciclo estatal no se refieren directamente a hechos del mundo exterior, no “narran actos” de vista…de los funcionarios sino juicios o resoluciones de los mismos, y por tanto, al margen de la e-videncia y de la fe pública o autenticidad. Más claro: su valor de autenticidad, como en todo documento público, coincide con los hechos estatales de su producción, que en este caso se reduce a los actos propios del funcionario que él mismo narra. No hay actos de vista de hechos ajenos.

b - Documentos de ciclo estatal abierto.

En ellos, la autoría de la declaración está partida: hay una declaración del funcionario público, narrando auténticamente los hechos actos propios y actos de vista de hechos ajenos- y hay también, producida dentro del mismo momento estatal, una declaración de verdad o de voluntad de las partes.

La actividad del Estado, en estos documentos mixtos, puede manifestarse: a) de una manera típica, subjetiva, por medio de funcionarios ad hoc, y concreta, respecto de cada documento; y b) de una manera atípica, impersonal, objetiva y genérica, sin especialidad alguna respecto de un documento singular. Los primeros se hallan comprendidos en el grupo llamado por Carnelutti (Sistema, trad. esp., vol. II, pág. 41,6) “documentos públicos en sentido estricto, cuya formación representa el ejercicio de una actividad pública específicamente dirigida a la documentación (documento notarial)” y los segundos son “documentos públicos en sentido amplio, los cuales se forman en una actividad pública diversa de aquélla”. En una palabra, los primeros, uno a uno, son autor-izados por funcionarios públicos, competentes en cuanto a la autenticación, rationis materiae (principio de especialidad concreta de cada funcionario).

Los segundos son autorizados genéricamente por el Estado -papel moneda, por ejemplo-, o, singularmente, autenticados, per accidens, por funcionarios públicos que tienen por cometido principal servicios distintos de la documentación pública: fecha auténtica de la nota de la oficina liquidadora del impuesto de derechos reales, por ejemplo.

ELEMENTOS REALES

Los elementos reales son los de la misma realidad -hechos y cosas que abarca el campo visual sometido a la intervención del funcionario.

Más allá de este campo visual funcionarista no existe videntia, no hay autenticidad, de igual forma que no se puede fotografiar lo que queda fuera, por tiempo o espacio, del alcance de la lente fotográfica. Podría decirse que la fe pública es un campo visual confinado entre los límites de abarcabilidad de los ojos del funcionario.

La diversidad de instrumentos públicos proviene, lo mismo que la diversidad de fotografías, del cambio del paisaje o hecho percibido.

Los elementos que integran esta realidad narrada, conviene recordarlo, son:

a) Los actos propios del funcionario: el funcionario habla de si mismo.

b) Los actos de vista para el funcionario: el funcionario narra lo que ve. Entre los actos vista se cuenta el de “ver hablar” al compareciente.

c) Los actos de oído.

Entre estos hay que distinguir: “el oír”, acto propio del funcionario, y “lo oído”, o declaraciones de las partes.

Las declaraciones de las partes, formuladas dentro de la unidad de acto, pueden referirse al pasado -declaraciones confesorias o testimoniales o al futuro: declaraciones  de voluntad normativa o negocial.

La combinación y el predominio de unos actos sobre otros, en el contenido, calificará la escritura de normativa o constitutiva; por ejemplo: venta, hipoteca; recognoscitiva, si la declaración confesaría forma su núcleo principal, y la declaración normativa, o llega a faltar o es sólo novatoria de la declaración confesoria. De igual forma, en las actas de presencia -principalmente actas de vista_ o en las actas de manifestaciones principalmente actas de ciclo, etc., etc.

La fe pública es siempre la misma: la videntia. Lo que varía es el objeto sobre que recae,  cantidad de videntia que narre el funcionario público.

ELEMENTOS FORMALES
El elemento personal funcionario público, el autor del documento, nos da la cualidad de documento público, (a publiciis personae).

El elemento real nos da la cantidad de e-videncia que encierra el documento público.

El elemento formal nos torna de nuevo a la categoría de cualidad,-el documento público, además de tener por autor a personas públicas, tiene que reunir la otra cualidad: solemniter confecta. No sólo percepción del hecho por el funcionario público, sino la forma y garantía de esa percepción, que históricamente vienen cifradas en los elementos que integran la unidad de acto: la cantidad y la cualidad del hecho se encuentran confinadas dentro de la muralla de la unidad de acto. 

La unidad de acto substantiva se exigía para la perfección del negocio jurídico, en un sistema de formas substantivas -ad substantiam- para la existencia del acto o contrato. En este aspecto substantivo, la unidad de acto, hoy, en Derecho español, únicamente se exige por la Ley para el testamento público: concurrencia simultánea de todas las personas -testador, testigos, Notario- en el acto ininterrumpido de la lectura solemne, aprobación y firma del testamento.

La unidad de acto formal -ad probationem- no es concepto distinto; pero el número de .personas concurrentes al acto no está señalado y exigido por la Ley, sino por el texto mismo del documento: señalado en la comparecencia; y exigido, bajo pena de falsedad.

Pueden ser todas las personas necesarias para la perfección del negocio jurídico; pero pueden faltar algunas, que, en acto aparte, ratifiquen o se adhieran al documento primordial. Más no pueden faltar, sino que han de ser necesariamente todas y las mismas que el funcionario público narre como presentes al acto. El problema no atañe al negocio jurídico, sino al documento. No se trata de validez o nulidad del negocio que, fuera del testamento público, siempre es válido; es problema más grave: es de exactitud o de falsedad en documento público cometida por funcionario público.
Nos referimos, pues, a la unidad de acto formal; no a la substantiva.

La unidad de acto es el perímetro, la muralla del momento estatal.

Unidad de acto y momento estatal coinciden: empiezan y terminan al mismo tiempo, con el inicio y el fin de la presencia del funcionario público. Nada antes ni después del momento estatal.

La unidad de acto exige:

a) Identidad de personas durante toda la duración del acto, porque precisamente las personas definen, como hemos dicho, la unidad de acto formal.

b) Identidad o unidad de asunto. El objeto puede ser múltiple -hecho complejo-, pero no distinto desde comienzo a fin.

c) Unidad de tiempo.

d) Unidad de espacio.

e) Unidad de documento (unidad de contexto).

Í) Unidad de lectura (co-lecta).

g) Co-sentimiento (unidad en el consentimiento y firma).

Digamos dos palabras sobre unidad de tiempo, de espacio y de contexto.

Las formas primordiales de toda existencia --y, por tanto, también de la realidad jurídica- son el tiempo y el espacio. Esto quiere decir que el momento estatal del documento tiene su “hoy” y su "aquí".
El hoy es una vinculación con el calendario y el reloj. El aquí es una vinculación con la Geografía.

Tiempo.--El hecho jurídico que hemos llamado momento estatal acaece en una fecha y dentro de ella tiene su comienzo y su fin, es decir, sus limites (unidad de tiempo). Fecha, y dentro de ella, duración, tienen por causa y por medida la intervención o presencia temporal funcionarista. Fuera del acto y tiempo de presencia funcionarista, no hay momento estatal, no hay documento público. Comienzo y fin del tiempo de presencia funcionarista son contorno, limite y garantía de lo acaecido y narrado ante la videntia del funcionario. Más allá de la duración de la presencia funcionarista no hay autenticidad. La unidad de tiempo es requisito esencial de la fe pública 0 autenticidad., Dejó de serlo de la validez del negocio; pero sigue siéndolo de la autenticidad del instrumento.

No hay que confundir fecha y duración -dimensión acto- con sus menciones documentales en la dimensión papel. La expresión de la fecha es siempre de rigor. La de la duración, por regla general, nunca. A lo sumo, la del comienzo o fin del acto: asientos de presentación en los Registros públicos, testamentos, diligencias de notificación, etc. La unidad de acto, por regla general, ha concentrado toda su duración en el momento de su fin. Todo lo acaecido dentro de la unidad de acto acaece en presente --momento de autor del documento-, se narra en tiempo de Verbo presente (11), y cualquiera que sea el tiempo invertido en la lectura y, en su caso, en las daciones, siempre se entiende realizado todo simultáneamente.

Espacio. -La Geografía condiciona la validez del momento estatal: cada funcionario público tiene una competencia territorial; y dentro de su distrito actúa en un punto del espacio. 

En ese punto del espacio se han de concentrar la unidad de personas y la unidad de tiempo. Es decir, las personas no sólo han de reunirse, haciéndose visible y audibles las unas a las otras, al mismo, tiempo, sino en el mismo lugar. 
La contratación entre ausentes, por teléfono, por ejemplo, es posible. Pero esto pertenece al campo de la validez del negocio jurídico; no de la fe pública, de la autenticidad. No sólo hay que oír hablar; hay que ver hablar. La videntia, directa del funcionario, con sus propios ojos, aunque use gafas normales, pero sin instrumentos de largo alcance, mide el ámbito espacial.

La mención del espacio en el texto documental, ordinariamente se agota con la expresión del pueblo o ciudad. Por excepción, cuando los funcionarios públicos actúan fuera de su oficina concretan el lugar: el Juez, en la inspección ocular; el Notario, en los testamentos fuera de su estudio, en los requirimientos y notificaciones, etc. Las sentencias medievales hacian constar que el fallo se pronunciaba sentado el Juez en su sillón de audiencias.

Texto. -La unidad de texto, llamada corrientemente unidad de con; texto, es al expresión documental de la unidad de tiempo y de la de lugar. Diversos mpos o diversos lugares da lugar a diversos textos, esto es, a diversos documentos. 

No hay actuación documental funcionarista de tracto continuo. Ha de ser de simple tracto 0 de tracto sucesivo. La de simple tracto origina un texto documental único, autónomo. La de tracto sucesivo origina siempre documentos diversos, dispersos o coordinados. Dispersos, no obstante la unidad de materia; por ejemplo: en el fenómeno notarial de la escritura de adhesión, en las diversas actas del Registro civil, etc. Coordinados; por ejemplo: en el proceso, en el que la diversidad de documentos se organiza según el ordo iudiciorum; en las notificaciones y requerimientos notariales, en que la diligencia es la ejecución de la precedente acta de rogación.

Cada texto documental tiene por causa y por medida su momento de presencia funcionarista; es decir, fecha y duración autónomas y confinadas.

En resumen: el hecho jurídico documental, esto es, el documento público como hecho jurídico, en su devenir queda expresado en la forma de su momento estatal.
F. – NOTAS DE LA FE PÚBLICA

Son dos: exactitud e integridad.

1) Exactitud. - Se refiere al hecho histórico en tiempo presente, y exige la fidelidad, la adecuación de la narración al hecho. Es la identidad entre actum et dictum, la verdad del espejo, de la fotografía, la imagen en su actualidad.

Hay varias clases de exactitud. Principalmente se puede hablar de dos:

a) Exactitud natural. Se refiere a la narración completa de un hecho confinado entre determinados  s de tiempo: unidad de acto o tiempo de presencia funcionarista.

b) Exactitud funcional. Se ciñe a lo que del hecho interesa a un asunto -unidad negocial- o a la Ley: circunstancias de un acto o de una inscripción.
EXACTITUD EN LA DIMENSIÓN ACTO

El párrafo 1° del 1213 del Cc. señala el objeto de la exactitud: “el hecho que motivo su otorgamineoto y su fecha”. Es lo que hemos llamado “dimensión acto-"; es decir del acto solemne y funcionarista. El Código italiano de 1865, modelo del español, habla de “hechos” (en plural) seguidos a la presencia del Notario (art. 317). El Código español vigente habla de “'hecho" (en singular) ciñéndose al concepto tradicional de la unidad de acto. Lo mismo  que se diga que el otorgamiento contiene un hecho o que contiene varios. Porque siempre y en todo caso es un hecho único -tiempo de preseccia funcionarista o unidad de acto formal- que, internamente, puede ser un hecho complejo (compuesto de simples).
EXACTITUD EN LA DIMENSIÓN PAPEL

Al lado de la dimensión acto está la dimensión papel. Es la consecuencia de la fase de objetivación de la fe pública. En el momento de forma o de autor, lo básico es el hecho de la intervención del funcionario; en el momento de prueba o de destinatario, vale antes que nada la objetivación de la e-videncia, el documento en que el funcionario narra esa intervención; para la forma, intervenir o quizá interviniendo; para la prueba, el haber intervenido, recogido, representado en un documento. Carnelutti, criticando, en el artículo 1317 del viejo Código civil italiano, la dicción, “el documento público hace plena fe de la convención y de los hechos realizados a presencia del Notario”, dice: “En el sitio de los hechos realizados a presencia del Notario debe ponerse «los hechos narrados en el documento», porque el presupuesto de la prueba no esta en que un hecho haya ocurrido ante el Notario, sino en haberlo ofrecido como tal; y así, aunque un hecho haya ocurrido realmente en estas condiciones, si no se narra, el documento no lo prueba”. Por eso, el delito de falsedad no está en el actum, sino en el dictum: “faltando a la verdad en la narración de los hechos” (núm. 4 del art. 302 del C. penal). 

La exactitud es la dimensión papel, es la adecuatio actum et dictum.

Efectos de la exactitud de la fe pública. - Tiene eficacia erga omnes, incluso contra tercero, dice el párrafo 19 del artículo 1218 del Código civil,

La fe pública es absoluta. No existe fe pública interpartes. Por eso, el párrafo 2° del artículo 1218 del Código civil no es la fe pública, la autenticidad. No hay que confundir la fuerza de probar (párrafo 10) con la fuerza de obligar (párrafo 29, interpartes), o valor confesorio del documento público.

Tampoco hay que confundir fe pública erga omnes con eficacia erga omnes de la publicidad. El documento, incluso con fe pública, no se presume conocido; frente a él cabe alegar y probar ignorancia excusable. Pero el que lo conoce, por cualquier medio, no puede negarle su fuerza de probar. De ahí el encabezamiento forzoso de todas las escrituras públicas en las Partidas (33, título 18): “Sepan cuantos esta carta vieren”. 

De ahí los traslados y notificaciones, los antiguos pregones en la plaza pública y, finalmente, los Registros públicos de títulos o documentos, frente a los que no cabe alegar ignorancia. Los documentos públicos no publicados en un Registro público ceden en prioridad a los publicados; pero sólo en cuanto a todo o parte de su contenido negocial; no en cuanto a su fuerza de probar, a su autenticidad. El Registro podrá postergar un derecho no inscrito; hasta si se quiere (lo que no ocurre en país alguno) declarar nulo un acto no inscrito; lo que no puede jamás es declarar la falsedad de un hecho auténtico porque no haya sido inscrito.
2) Integridad.-Es la exactitud proyectada hacia el futuro. La estatua inmóvil de la fe pública.

La integridad en cuanto al presente no sería más que un aspecto de la exactitud: toda la verdad, el hecho histórico completo, sin omisión ni mutilación alguna, vendría a ser un duplicado de la exactitud.

El documento público es un producto corporal de un tiempo y lugar determinados; es, en si, estático, con su extensión espacial entre paredes formales de fe pública. Pero el documento responde a un proceso en el tiempo redes formales de fe pública ¿son impermeables?.
Hacia el pasado, ¿qué le afecta? Hacia el futuro, ¿qué lo modifica? Porque hay que suprimir toda posibilidad de interferencia entre momento de autor y momento de destinatario. La integridad es la exactitud en la dimensión tiempo, sin moverse o deshacerse; la verdad, no del espejo, sino hecha piedra inmóvil en la escultura.
A este respecto hay que distinguir en el documento público dos partes:

a) Valor oficial, o menciones auténticas que expresan actos propios del funcionario público o actos ajenos, pero percibidos por la vista del funcionario. Estas menciones, además de autenticas, son inmutables, y, por tanto, salvo declaración de falsedad, nacen y subsisten íntegras, sin posible mutación o extinción. Es la verdad petrificada, sin hueco ni intervalo. 

b) Valor testimonial del documento público, que se refiere a las declaraciones de las partes.

Las declaraciones de los interesados ante el funcionario competente son sólo un eslabón en la conducta histórica de las partes, que pueden tener un antes y, sobre todo, un después. Un documento posterior, incluso extintivo, se suma al anterior. El documento posterior es siempre adicional, un incremento documental, con o sin intervalo. Intervalo es el vacío jurídico entre un hecho y el siguiente.

En la vieja Roma, la unidad de acto substantiva era de extrema rigidez: el negocio jurídico quedaba necesariamente completo: no había posibilidad de añadirlo, modificarlo o contradecirlo. Todo hecho que quedaba fuera del único acto era inexistente. Para contradecir o modificar el negocio solemne regia el principio del contrarius actus, que no alteraba, sino que más bien cancelaba o substituía totalmente el negocio anterior. Se excluía así toda eficacia, incluso interpartes, de las que se llamaron después contrelettres, y se consagraba, iurit et de iure, por la fuerza del sistema, la llamada en derecho substantivo “presunción de permanencia”.
La presunción de permanencia se vió amenazada por la exceptio pacti, por lo que después se han llamado contrelettres. No se ataca la exactitud de la fe pública; se le oponen simplemente pactos posteriores, entre las mismas partes, que modifican o extinguen sus anteriores declaraciones de voluntad. Entre la ineficacia o la validez total de este segundo texto, el orden jurídico eligió la eficacia relativa interpartes; el primer texto documental subsiste íntegro, pero sólo para terceros.

Las contrelettres no perjudican a tercero (art. 1321 del Código de Napoleón). El Código español, más restrictivo, no ampara la integridad en beneficio de tercero, de la primera narración, más que si ésta consta en escritura pública, lo mismo si la contrelettre ha sido acogida en otro documento público posterior (art. 1219-1322, C. c.), que en documento privado (art. 1230, C. c.). Es el triunfo de la forma auténtica sobre los hechos posteriores.

La integridad de la fe pública en beneficio de tercero es una consecuencia de la eficacia erga omnes de la exactitud. Si el hecho que motiva su otorgamiento es eficaz, incluso contra tercero, con más razón ha de ser eficaz en favor de tercero. Todo lo que esté comprendido dentro de la unidad de acto formal del hecho que motiva el otorgamiento, tiene efectos respecto de tercero, en contra (párrafo 19 del 1218, C. c.) y a favor (art. 1219 C. c.). El articulo 1219 no es más respecto de terceros, que el reverso del párrafo 19 del 1218 (aunque con menos amplitud), lo que revela que las declaraciones de los interesados, hechas en escritura pública, mientras no se impugnen, están incluidas en “el hecho que motiva su otorgamiento”, aparte y con independencia de su inclusión en el párrafo segundo del articulo 1218 del Código civil. (Valor confesorio, interpartes, del documento público, fuerza de obligar.)

¿Es aplicable la integridad de la fe pública, consagrada en los artículos 1219 y 1230 del Código civil, explícitamente sólo respecto a escrituras públicas, a otros documentos públicos? En principio, no vemos inconveniente en ello, siempre que el documento público (internamente, dentro del hecho que motiva el otorgamiento -nunca externamente- fuera del mencionado hecho), acoja dentro de la unidad formal de acto y de contexto las declaraciones de las partes en presencia (videntia) del funcionario público. Es lo que se llama fe pública por owcesíón (ver después núm. 30) a menciones auténticas que expresen actos de vista del funcionario.

La integridad de la fe pública, ¿prevalece ante los documentos privados de fecha anterior?

Sí; el artículo 1230 tiene un valor lógico absoluto, no solamente cronológico, como aplicación concreta de un principio universal: Scriptura privata non probat contra tertium.
Si el documento privado de fecha anterior perjudicara a tercero, no habría seguridad en el tráfico, dado la facilidad de producción y la ausencia de garantías en la redacción y data de cualquier clase de documento privado. Por ese. el documento privado carece de fecha frente a tercero; podrá alcanzar una fecha auténtica en los supuestos del 1227 del Código civil: pero esa fecha nunca será la suya, sino la del hecho autenticante, externo y adicional.

¿Cuál puede ser el contenido del documento desvirtuante posterior, público (1219) o privado (1230)?
Los artículos 1219 y 1230, con toda corrección técnica, se mantienen en su aspecto formal: escrituras públicas y documentos privados, sin aludir para nada a su contenido.

Tradicionalmente se incluye todo aquello que amparaba la exceptio pacti frente al bloque férreo de la unidad de acto del Derecho romano, además del pago (solutio).
Creemos que la solución es idéntica en el Código civil: el documento desvirtuante (modificativo o extintivo) se refiere a cualquier pacto o negocio jurídico, coetáneo (simulación absoluta o relativa, por ejemplo) o posterior (modificación o extinción de relaciones jurídicas). En todo caso, declaraciones de voluntad en torno a lo pactado en la escritura pública primordial. (En igual sentido, el art. 32, Ley Hipotecaria: títulos en sentido material o substantivo).

Queda el pago, por su naturaleza ambigua de mero hecho material, de negocio jurídico o de contrato.
El pago, frente a la integridad de la fe pública, puede tener un doble juego:
a) Cesión de crédito- antes del pago.

El documento desvirtuante es una cesión de crédito. Para el deudor subsiste íntegramente la escritura de constitución de deuda: si paga al primitivo acreedor (1164, C. c.) queda liberado (1527 C. c.), y no le perjudica la cesión. A no ser que la conozca antes del pago: porque entonces el cesionario tendría la exceptio doli generalis, para exigir el pago.
b) Pago antes que la cesión.

El documento o hecho desvirtuante es el pago, y después de él, el tercero adquiere derechos -cesión, por ejemplo- en base de una escritura pública. Por el juego del 1219 del Código civil, la cesión es válida y el deudor no podrá oponer al tercero el recibo que acredite el pago, bien sea escrito privado (1230), bien fuere escritura pública (1219), a no ser que el tercero hubiere, antes de la cesión, tenido conocimiento del hecho del pago, bien por los medios expresados en el mismo articulo 1219, bien por cualesquiera otros.

¿Y la compensación? El tercero del artículo 1219 del Código civil adquiere un crédito en vista de la escritura pública. La integridad de la fe pública exigiria que a ese tercero no le fuera oponible en ningún caso la compensación que hubiera tenido lugar con el cedente. Sin embargo: la integridad ha sido defensa contra la exceptio pacti, contra actos oponibles ope exceptionis, pero no contra los hechos materiales producidos in rerum natura (pérdida de la cosa, por ejemplo) o con eficacia ipso iure, como ocurre en nuestro Código civil, quizá (115) erróneamente, con la compensación.

Nuestro Código civil contempla tres supuestos de eficacia de la compensación frente a la cesión de crédito:

a) El deudor no conoce lo, cesión. -Puede oponer al cesionario la compensación producida con el cedente, incluso en fecha posterior a la cesión, hasta que tenga conocimiento de la cesión (art. 1198, in fine).
La compensación, como mero hecho y no pacto, escapa a la integridad de la fe pública.

Sin embargo, el artículo 144 de la Ley Hipotecaria, incluye la compensación entre los pactos y hechos que no surten efecto contra tercero.

Es la única diferencia entre el 1219 del Código civil y el 144 de la Ley Hipotecaria. Tal vez, el redactor del artículo 144 tuviera la idea de que la compensación obraba ope exceptionis y no ipso iure.

b) El deudor “conoce” la cesión. - “El deudor podrá oponer la compensación de los créditos anteriores a ella, pero no de los posteriores” (art. 1198, párrafo 29). Son efectos del conocimiento, no de la fe pública. Es más, el conocimiento de un hecho elimina la eficacia de la fe pública (art. 34, Ley Hipotecaria: “que conocia la inexactitud del Registro”), por lo que esta solución del Código civil es trasladable, en su supuesto, al ámbito de la ley  

c) El deudor "'consiente"' la cesión. – “No podrá, oponer al cesionario la compensación que le correspondería contra el cedente” (art. 1198, párrafo 1°).

G. - CLASES DE FE PÚBLICA

a) La evidencia y la coetaneidad dan los criterios para clasificar la fe pública.

A) Fe pública originaria.-Es la que responde, sin atenuaciones, a los principios de evidencia y coetaneidad. El hecho se traslada al papel en forma de narración, captado directa y coetáneamente por la vista y el oído del funcionario. De visu et auditu sui sensibus. Este es el documento directo e inmediato. La distinción entre actos de oído y actos de vista, para el funcionario, da lugar a dos manifestaciones de la fe pública originaria:
a) Fe pública por naturaleza: La narración está basada en actos de vista para el funcionario, o en actos propios de éste.

b) Fe pública por accesión: La narración está basada en actos de oído para el funcionario, coetáneos y accesorios a los actos de vista dentro de la unidad de acto.

El Código civil español, con plena conciencia de la distinción, se refiere a la fe pública originaria en los artículos 1218, 1219 y 1223, y, a continuación (1220, 1221, 1222 y 1224), a la fe pública derivada o derivativa, llamada por los penalistas fe pública transcriptiva.

B) Fe pública “derivada” o "derivativa". -El principio de inmediación no se actúa sobre hechos ni sobre personas ni cosas, sino únicamente sobre papeles. El hecho sometido a la videntia del funcionario es otro documento preexistente.

La fe pública derivada viene siempre marcada con una fórmula de concuerda con su original u otra equivalente, y abarca tanto la copia o traslado como el resumen, síntesis, extracto o relato.

La fe pública derivada no se impugna nunca directamente de falsedad propiamente dicha, porque se exige el previo ejercicio de una pretensión de comprobación, en su modalidad llamada "cotejo".

La pretensión de comprobación es bastante más que el acceso del interesado al original (exhibiciones o manifestaciones de autos, 519 Ley de Enjuiciamiento civil); de protocolo (22 Reglamento notarial); de asientos del Registro de la Propiedad (222 Ley Hipotecaria). Es provocar la actividad judicial, con sus facultades decisorias, para la comprobación, incorporando su resultado al proceso o a las diligencias preparatorias como hecho definitivo. No es tampoco una mera practica de prueba, sino que está especialmente tipificada por normas especiales, singularmente, las de cotejo (599 Ley de Enjuiciamiento civil).

La comprobación se actúa ordinariamente por el cotejo más no exclusivamente. Los procedimientos de rectificación de errores no responden propiamente al concepto de cotejo y son típicos de la acción de comprobación y de la fe pública transcriptiva. Sin diligencia judicial de cotejo se lleva a cabo la comprobación de la exactitud (tanto literal como ideológica -documentos en relación-) por las mismas partes, solicitando rectificaciones y adiciones en el apuntamiento (857, 870, Ley de Enjuiciamiento civil) o en la nota del relator (1740 Ley de Enjuiciamiento civil), o en la del Registrador de la Propiedad (258 Ley Hipotecaria). La pretensión de comprobación es típica de los documentos públicos. Por excepción, en el número 5° del artículo 1429 de la Ley de Enjuiciamiento civil, hay un " i e de comprobación de los títulos valores y sus cupones con sus libros talonarios.
b) La clase de funcionario público, autor del documento, nos da  clave para la clasificación de la fe pública. Así, tenemos fe pública judicial y fe pública extrajudicial, y en ambas, fe pública de jurisdicción ordinaria y de jurisdicción especial o excepcional, para asuntos determinados, de competencia limitada por razón de la materia.

Como fe pública de jurisdicción ordinaria, tenemos: a) en lo judicial, la de los Secretarios judiciales en los Juzgados de Primera Instancia e Instrucción, y Secretarios de Sala en las Audiencias y Tribunal Supremo, y b) en lo extrajudicial, la de los Notarios públicos, que aunque separados de la fe pública judicial, rationis materiae, siguen en la misma jurisdicción ordinaria que antes de la separación, sin más límite que los actos judiciales.

Como fe pública de jurisdicciones especiales, encontramos, en lo judicial, la de los Secretarios de los diversos Tribunales especiales, y en lo extrajudicial, la de los Agentes mediadores y s Registros públicos, en especial, la del Registro de la Propiedad.
